Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora14 y 45 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


SEÑORA SECRETARIA.- Tenemos una nota de la Presidencia de la Cámara de Senadores, de fecha 
30 de julio de 2013, por la que remite Oficio N* 631 de la Suprema Corte de Justicia adjuntando 
fotocopia autenticada de sentencias dictadas sobre acciones de inconstitucionalidad interpuestas 
contra los artículos 1%, 2%, 10 y 11 de la Ley N* 18.876, todo ello contenido en el Distribuido 
N* 2270/2013, que se reparte en el acto. 


Proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo por el que se crea como servicio 
descentralizado la Fiscalía Nacional en sustitución de la unidad ejecutora 019 del Ministerio de 
Educación y Cultura. Se trata de la Ley Orgánica de la Fiscalía Nacional. (Carpeta N* 1279/2013 - 
Distribuido N* 2268/2013). Asimismo, se reparte un comparativo entre el proyecto de ley y la Ley 
Orgánica vigente de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. 


También tenemos una invitación de la Jefatura de Policía de Treinta y Tres, la Intendencia 
Departamental de Treinta y Tres, el Juzgado Letrado del mismo departamento y la Comisión 
Colaboradora, así como del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, para participar de las 
actividades que se realizarán el 29 y 30 de agosto próximos, al conmemorarse el 25 Aniversario de la 
creación de la Brigada Especial de Prevención y Represión del Abigeato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión va a recibir ahora al señor Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación, doctor Jorge Díaz, y el señor Director de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales 
del Ministerio de Educación y Cultura, doctor Pablo Maqueira. Quiero aclarar que el señor Ministro de 
Educación y Cultura comunicó hace pocas horas que, por razones personales, no está en condiciones 
de asistir a esta sesión. 


(Ingresan a Sala al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, doctor Jorge Díaz y el 
doctor Pablo Maqueira.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación da la bienvenida a nuestros distinguidos 
visitantes. Como es sabido, la Comisión está tratando el proyecto de ley por el que se establece un 
nuevo Código del Proceso Penal. En este sentido, teníamos especial interés en escuchar la opinión del 
señor Ministro de Educación y Cultura que, como recién informamos a la Comisión, no ha podido estar 
presente hoy, pero en su lugar ha asistido el doctor Maqueira, que es el Director de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales del Ministerio. Como es natural, tenemos un especial interés en 
escuchar la opinión del señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación; algunos de los 
miembros de esta Comisión hemos tenido la oportunidad de escuchar al señor Fiscal de Corte en foros 
académicos, pero en el ámbito de esta Comisión corresponde escuchar su opinión acerca del proyecto 
de ley de reforma del Código del Proceso Penal que estamos considerando ahora. También nos 
interesa conocer su opinión acerca del proyecto de Ley Orgánica de la Fiscalía Nacional, que está 
estrechamente vinculado con este del Código del Proceso Penal. 


Sin más preámbulos, agradecemos la visita de los doctores Díaz y Maqueira y los dejamos 
en uso de la palabra. 


SEÑOR MAQUEIRA.- Simplemente quería hacer una breve introducción excusando, en primer lugar, al 
señor Ministro quien, por un leve quebranto de salud, no pudo responder a la invitación formulada por 
esta Comisión. 


Queremos asimismo destacar el apoyo del Poder Ejecutivo al proyecto que está a estudio y 
a la idea de fortalecer al Ministerio Público a nivel presupuestal, esfuerzo que ha sido muy bien 
acompañado por la Fiscalía de Corte, sobre todo en lo que refiere a la ejecución de los créditos y a la 
provisión de los cargos que se han creado. 


SEÑOR DÍAZ.- En primer lugar, quiero señalar que para mí es un inmenso honor concurrir a esta Casa 
toda vez que sea convocado, ya sea por este tema o por cualquier otro vinculado con la función que 
cumplo en el Estado uruguayo. 


En segundo término, deseo agradecer la invitación que se me ha formulado para hablar de 
temas que, seguramente, hacen a nuestro trabajo y sobre los cuales he tenido, durante los más de 20 
años en que me desempeñé como Juez y también desde que ocupo mi actual cargo de Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación, una actitud que, si se me permite, definiría como militante a favor 
de la reforma del Proceso Penal. A tal punto es así que aun antes de ser nombrado y de que el Senado 
de la República me honrara votando la venia de designación, cuando concurrí a la Comisión de 
Asuntos Administrativos del Senado y fui consultado acerca de la razón por la que había decidido 
abandonar la carrera de Juez y asumir esta responsabilidad, respondí que la causa de tal decisión era 
la de trabajar para la transformación del proceso penal uruguayo, con la consiguiente transformación 
del Ministerio Público puesto que no sería posible una sin la otra. 


Por otra parte, pido que se me permita hacer una breve referencia a una persona en 
especial. Todos en la vida tenemos maestros que inciden en nuestra formación académica e, incluso, 
en nuestra formación de vida. Se trata de esas personas cuyas enseñanzas recordamos y nos 
acompañan a lo largo de toda nuestra trayectoria. En mi caso, quiero recordar al Maestro Adolfo Gelsi 
Bidart, que fue mi Profesor de Derecho Procesal y Decano de la Facultad de Derecho cuando me 
encontraba en mi etapa de estudiante. El profesor Gelsi Bidart no hablaba de la reforma sino de la 
transformación del Proceso Penal, lo que representa más que una reforma, y decía que eso constituía 
una vieja aspiración y una herida abierta en la democracia uruguaya. Eso lo decía a fines de la década 
del ochenta y principios de la del noventa y, en lo personal, creo que esa vieja aspiración sigue vigente 
y la herida continúa abierta. Sin dudas, ese es uno de los desafíos y una de las causas pendientes que 
tenemos como democracia porque, en definitiva, la estructura de un proceso penal habla en gran 
medida del tipo de democracia que tenemos. 


¿Por qué hay que cambiar el proceso penal actual? Creo que hay que hacerlo, en primer 
lugar, porque tenemos que cumplir con la Constitución, que establece que debemos tener un proceso 
acusatorio. En segundo término, tenemos que cumplir con los tratados internacionales de derechos 
humanos que Uruguay ha ratificado y en los que se consagra la necesidad de establecer un proceso 
acusatorio oral y público. En tercer lugar, porque existen suficientes argumentos de carácter doctrinario 
que justifican largamente una reforma, así como el establecimiento de un proceso oral, público y 
acusatorio, que establezca y consagre los principios de inmediación, de concentración y de economía 
procesal. Sobran los argumentos doctrinarios como para ir a la reforma de este Código. 


Además, si se me permite, se debe realizar esta reforma por la razón del artillero: nuestro 
proceso penal actual ha fracasado, en mi opinión, rotundamente. Ha fracasado frente a las víctimas, a 
quienes no protege, no ampara y no les reconoce derechos, al punto tal que se las considera las 
grandes olvidadas del sistema, y también ha fracasado frente a los imputados porque, en realidad, 
tenemos una estructura de proceso penal que no es garantista. Así, tenemos imputados a quienes, en 
términos generales, encerramos conjuntamente con los condenados que, pese a los grandes esfuerzos 
que se han hecho, no tienen aún las condiciones que deberían. 


Creo que la cifra que muestra el fracaso del proceso penal actual es la composición de las 
personas privadas de libertad en el Uruguay. Según la última estadística del Comisionado 
Parlamentario, en su informe del año 2012 -o sea que es una cifra oficial y confiable- en nuestro país el 
64,5% de las personas privadas de libertad en el día de hoy no tienen sentencia. Son personas 
procesadas, que constitucional y jurídicamente son inocentes, en tanto no hay una sentencia de 
condena, pero están privadas de su libertad ambulatoria. Solamente el 35,5% tiene sentencia 
condenatoria. 


Por otro lado -es un tema que propongo abordar hoy- como tenemos el instituto de la 
libertad condicional, que funciona casi en forma automática y se concede prácticamente siempre, si al 
momento del dictado de una sentencia de condena el individuo se encuentra en libertad, es 
absolutamente imposible que sea retornado a un establecimiento de reclusión, aun cuando lo 
condenen a la pena máxima; jurídicamente es imposible que vuelva a la cárcel. Por tanto, tenemos un 
porcentaje altísimo de personas que están condenadas a cumplir una pena de privación de libertad, 
que están en libertad ambulatoria. Entonces, además de tener un Cerro Chato, un Arroyo Seco, un 
penal de Libertad y el Estadio Charrúa en el Parque Rivera, tenemos a personas inocentes que están 
privadas de su libertad ambulatoria, y tenemos a personas culpables que están en libertad. Esa es la 
irracionalidad de nuestro sistema actual y una de las razones por las cuales, entre otras cosas, 
deberíamos cambiarlo. 


Con respecto al texto presentado, si me preguntaran si este es el proyecto ideal, 
respondería que seguramente no lo es. Sin embargo, sinceramente, luego de los 17 o 18 procesos de 
reforma iniciados -según mencionó el doctor Abal- en el Uruguay y que fracasaron, creo que aquellos 
que somos partidarios de la reforma debemos dejar de oponernos a buenos proyectos por apoyar otros 
que consideramos mejores, con lo que seguimos estando en la misma situación. 


Entonces la actitud del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación es apoyar la 
aprobación de este proyecto de reforma porque lo consideramos posible y, entre otras cosas, tiene la 
virtud de haber sido consensuado entre un grupo de representantes de organizaciones altamente 
representativas, como el Colegio de Abogados, la Asociación de Fiscales, la Asociación de Jueces, la 
Fiscalía de Corte, Asociación de Defensores, etcétera. 


En definitiva, es un proyecto posible, que cumple con los preceptos constitucionales y con los 
Tratados internacionales de derechos humanos y es, sin duda alguna -más allá de las falencias que 
podamos encontrarle- muchísimo mejor que el actual. Son razones más que suficientes para apoyar 
este proyecto de ley. 


Si la Comisión dispone de tiempo, me gustaría poner encima de la mesa para su discusión 
algunas propuestas de modificaciones o de cambios que, desde el punto de vista de la Fiscalía, serían 
necesarias para que una vez que este Código sea aprobado  -como esperemos que lo sea- y entre 
en vigencia, no tengamos algunos problemas de funcionamiento que uno puede avizorar desde ahora. 


Construir un Código del Proceso Penal es bien complejo, ya que constituye una unidad 
dialéctica entre dos cuestiones fundamentales: las garantías y la eficiencia. Lograr la unidad, es decir, 
lograr resolver acertadamente esa contradicción garantía - eficiencia, es lo que le permite al país 
construir un proyecto que efectivamente pueda funcionar. Un proyecto excesivamente garantista, que 
atente contra la eficiencia, la investigación o represión de los delitos, seguramente no será aceptado 
por la sociedad y estará destinado al fracaso; también estará destinado al fracaso un proyecto 
“excesivamente eficiente” -dicho esto entre comillas- pero que no respete las garantías de los derechos 
humanos. 


SEÑOR MICHELINI.- No sé si el material que tiene el señor Fiscal de Corte en la computadora está 
disponible en papel. De ser así, propongo que se reparta entre los señores Senadores para facilitar la 
comprensión de las modificaciones que se pretenden introducir. 


SEÑOR DÍAZ.- Lo dejo a disposición de la Comisión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se fotocopiará y repartirá. 


SEÑOR DÍAZ.- Lo primero que uno observa en el proyecto de ley es la carencia o la no regulación de 
las salidas alternativas al conflicto. Me consta -porque he hablado con varios integrantes de la 
Comisión Redactora- que este tema no se incorporó, no por falta de voluntad de ellos, sino porque faltó 
tiempo material para la redacción y su inclusión. 


En ese sentido, nos parece absolutamente imprescindible la incorporación de por lo menos 
algunas de las salidas alternativas al conflicto que son reconocidas por el Derecho Comparado. ¿Qué 
quiere decir la expresión “salidas alternativas al conflicto”? Paso a explicarlo brevemente. A nivel 
doctrinario existen dos posiciones respecto de cuál es el objeto del proceso penal. Hay quien sostiene 
que el objeto del proceso penal es averiguar la verdad material y luego aplicarle a esos hechos una 
norma general y abstracta que terminará condenando o absolviendo al individuo. La otra posición es la 
que entiende que el objeto del proceso penal es resolver, lisa y llanamente, un conflicto a través de un 
proceso, mediante el dictado o no de una sentencia, y que puede haber salidas alternativas al proceso 
y a la sentencia como solución del conflicto penal. 


Modestamente, me parece que el proyecto de ley -aunque sea en forma tímida- toma posición 
sobre esas dos posturas, por lo siguiente. El Capítulo Il refiere a las excepciones al principio de 
obligatoriedad y regula tres institutos: el archivo provisional, en el artículo 100; la facultad para no 
iniciar la investigación, en el artículo 101; y el principio de oportunidad, en el artículo 102. Esta 
disposición -es decir, el artículo 102- tiene que ver con el principio de oportunidad; estamos hablando 
del principio de oportunidad reglado. Aquí se establecen las condiciones por las cuales el Ministerio 
Público puede no iniciar la persecución penal -pese a que nos encontremos frente a un delito- siempre 
y cuando se den los requisitos de referidos en los literales a), b), c) o d). Si nos encontramos frente a 
un delito y hay una persona identificada como su autor y se dan estos requisitos de no iniciar la 
persecución penal en el entendido de que hacerlo en esas condiciones puede resultar más dañoso y 
gravoso para el individuo y para la sociedad, estamos diciendo que la acción penal no es indisponible, 
que se puede disponer de ella o, más precisamente, se está facultando al Ministerio Público a disponer 
de ella. 


En el artículo 100 se habla del archivo provisional -si tenemos tiempo vamos a referirnos 
nuevamente a él-; en el artículo 101 de la facultad para no iniciar investigación, y en el artículo 102 se 
establece, como decía, el principio de oportunidad reglado. Dice: “El Ministerio Público podrá no iniciar 
la persecución penal o abandonar la ya iniciada, en los siguientes casos”, y enumera cuatro 
posibilidades. Pero acá estamos hablando de casos donde hay un delito, está identificado el autor y se 
le da la oportunidad al Fiscal de ejercer o no la acción. Se podrá decir -y es cierto- que esto no es más 
ni menos que el reconocimiento de algo que hoy sucede en la práctica porque muchas veces todo lo 
que es delito de bagatela el Juez ni siquiera lo lleva al Juzgado y no se judicializa. Si bien hay un delito 
y está identificado el autor, en base a un principio de política criminal que en nuestro sistema es 
ejercido por los Jueces -creo que los criterios de política criminal deberían ser ejercidos por los 
Fiscales- no se judicializa ni se persigue. Este artículo 102 viene a reconocer esa práctica pero 
indirectamente está diciendo que la acción penal, en algunos casos y en determinadas excepciones, es 
disponible, no es indisponible. 


Un equipo de la Fiscalía estuvo trabajando en ese sentido y en base a ese estudio 
proponemos la incorporación de al menos dos institutos -que se podrían agregar al final-: la suspensión 
del proceso a prueba y los acuerdos reparatorios, que son formas de resolución del conflicto penal 
entre la sociedad y el individuo sin necesidad de llevar adelante el proceso ni de dictar la sentencia. 
Obviamente, estamos hablando de delitos de menor envergadura, de individuos que sean primarios, 
etcétera. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Los requisitos están establecidos? 


SEÑOR DÍAZ.- Así es, señor Senador. Por ejemplo, la redacción que proponemos para la suspensión 
del proceso a prueba establece que podrá decretarse en los siguientes casos: cuando la pena a 
recaer al imputado no fuera superior a los tres años de penitenciaría; cuando el imputado no hubiera 
sido condenado anteriormente por otros delitos; cuando no tenga otro proceso con suspensión a 
prueba; cuando no se trate de delitos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de las 
funciones, etcétera, etcétera. 


Se establecen aquí las condiciones, los requisitos, las medidas que se le imponen al 
individuo mientras dure la suspensión, las condiciones para la revocación, los efectos de la suspensión 
y los acuerdos reparatorios. Concretamente, los acuerdos reparatorios estarían establecidos para los 


delitos culposos, para los casos de lesiones personales o delitos de contenido patrimonial cometidos 
sin violencia o delitos perseguibles a instancia de parte cometidos sin violencia. 


Este es un intento por lo menos de reforzar las salidas alternativas al conflicto, de resolver el 
conflicto penal sin la necesidad de una sentencia de condena y de contribuir de alguna forma a 
desagotar los Juzgados Penales. No hay proceso penal en el mundo que pueda absorber la 
judicialización de todos los casos de todos los delitos que se comentan en una sociedad. No existe. En 
Estados Unidos, el porcentaje de asuntos que se llevan a juicio oral y público prácticamente no llega al 
10% y en procesos penales como el chileno -implantado hace poco tiempo- solamente el 13% de los 
casos se llevan a juicio oral y público y el resto se define por salidas alternativas o por procesos 
abreviados. 


Voy a dejar al señor Presidente la redacción propuesta, que obviamente debe ser estudiada 
con tiempo y que es un aporte para regular las salidas alternativas al conflicto. 


Respecto al proyecto de ley en sí, relacionado con la regulación de la actividad del Fiscal 
durante todo el proceso, me parece que consagra un proceso con roles claramente definidos, donde al 
Fiscal le corresponde investigar los delitos, presentar la acusación; a la defensa le corresponde 
defender, y el Juez es un tercero estructural y funcionalmente imparcial que lo que hace es resolver el 
conflicto. Creo que eso está bien resuelto en el proyecto. Se ubica al Fiscal como lo que realmente es, 
o sea, la parte actora, se le establecen determinados preceptos y obligaciones pero, al mismo tiempo, 
se le dan las facultades necesarias como para dirigir la actividad de la autoridad administrativa en la 
investigación de los delitos, lo cual le permitirá efectivamente llevar adelante esa investigación. Ese 
creo que es el gran cambio que propone el proyecto de ley, pues se definen claramente los roles: el de 
acusar, el de defender y el de juzgar. 


En la iniciativa se establece, además, que la autoridad administrativa tiene la obligación de 
cumplir las órdenes que le dan los Fiscales y se fijan cuáles son las actividades que puede realizar la a 
autoridad administrativa sin dar cuenta al Fiscal y que, básicamente, son la protección de la víctima, la 
detención en caso de flagrancia y la preservación de la escena del hecho. Asimismo, se establece la 
posibilidad de los señores Fiscales de dar instrucciones a la Policía sobre la forma de investigar los 
delitos y luego, obviamente, de controlar esa tarea. Esa actividad de investigación de los hechos y de 
descubrimiento de los medios probatorios finaliza cuando el Fiscal decide si tiene elementos o no como 
para formalizar la investigación. En esa tarea que desarrolla el Fiscal hay dos cortapisas, por decirlo de 
alguna manera. Primero, que todo medio probatorio que signifique la vulneración de derechos debe ser 
autorizado por el Juez. El Fiscal no puede intervenir teléfonos ni disponer, por sí y ante sí, ninguna 
medida que sea vulneratoria de derechos individuales. Si el Fiscal lo requiere, deberá solicitar la 
correspondiente autorización al Juez. La segunda “cortapisa” -dicho entre comillas- es que la 
participación de la defensa también está regulada en esta etapa, sin perjuicio de que se puedan 
desarrollar actividades de investigación en forma reservada, fundadas en la única causa en la que se 
puede fundar una indagatoria reservada: que si se hacen públicas se va a frustrar el resultado. 
Creemos que esa etapa está bastante bien regulada y que el rol de los Fiscales queda claramente 
determinado. 


Quisiera hacer una aclaración que me parece importante. Se ha hecho referencia a que con 
el cambio en el Código los Fiscales van a instruir. Ahora bien, en la jerga de los abogados llamamos 
instrucción a la tarea de investigación del delito que hoy hacen los jueces; pero, al mismo tiempo, 
cuando el Juez instruye está recabando prueba. ¿Por qué? Porque cuando le toma declaración a la 
víctima o a un testigo, además de estar investigando está desarrollando prueba. Muchas veces esa 
prueba se desarrolla sin el control de la contraparte, es decir, sin el control del Fiscal o de la defensa. 
Pero esa prueba que el Juez diligencia durante la instrucción luego se incorpora al proceso como 
prueba. Hay un literal que se coloca en todos los autos de procesamiento del país, que hemos puesto 
todos los jueces y yo en lo personal durante 20 años, que es: “Ténganse por formalmente 
incorporadas al sumario todas las actuaciones presumariales con noticia”. Con ese plumazo, toda la 
prueba que el Juez diligenció en forma previa, muchas veces sin control, en el sistema actual se 
incorpora al juicio. En el proyecto de ley se establece, no que el Fiscal instruya, sino que investigue 
hechos, con lo cual irá descubriendo lo medios de prueba. Pero la prueba deberá necesariamente 
diligenciarse en el juicio, ante el Juez y con el control de la defensa. Creo que ese es otro cambio 


sustancial e importante que merece la pena destacar y que considero que hace a las garantías del 
debido proceso. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quisiera hacer una consulta en relación a la instrucción a que 
hacía referencia el Fiscal de Corte. ¿Está prevista en este proyecto la facultad probatoria de diligenciar 
prueba por parte del Juez a su propia iniciativa? 


SEÑOR DÍAZ.- No está previsto, señor Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Entonces, quisiera saber si el doctor Díaz nos puede ilustrar en 
cuanto a qué opina en relación a ese punto, es decir, si se trata de una omisión del proyecto o si es una 
decisión que quizás pueda corregirse, ya que a nivel del Código de Proceso en materia civil es algo 
que ha aportado muchísimo al trabajo de las partes y hoy todos sabemos que en materia penal el Juez 
puede disponer de oficio determinadas pruebas. 


SEÑOR DÍAZ.- El Juez no participa de la investigación preliminar, salvo para autorizar determinado 
diligenciamiento de alguna prueba anticipada que vulnere algún derecho. Es lo que sucede, por 
ejemplo, con las escuchas telefónicas. Obviamente, la investigación preliminar es llevada adelante por 
el Fiscal, pero si se requiere la intervención de un teléfono, se la deberá solicitar al Juez; no hay 
cambios sustanciales en la materia. Es allí donde participa el Juez: autoriza o no el diligenciamiento de 
determinada prueba -aquí sí estaríamos diligenciando prueba en forma anticipada, lo que también está 
previsto en el Código del Proceso Penal- pero no tiene iniciativa probatoria. 


Si se trató de una omisión o no, habría que preguntárselo a la Comisión Redactora que, 
evidentemente, ha tomado partido por un sistema. En el sistema acusatorio, a nivel internacional los 
Jueces penales no tienen facultades probatorias. Tanto en el modelo americano, como prácticamente 
en todos los modelos acusatorios que se han implantado en América Latina -como es el caso del 
chileno- los Jueces no tienen facultades probatorias. ¿Por qué? En aquellos países en los que había 
procesos inquisitivos -en los que el Juez diligencia toda la prueba de oficio, muchas veces sin control- 
se trató de ir a un sistema garantista, en el que estuvieran claramente determinados los roles: el Fiscal 
investiga, acusa y propone los medios de prueba; la defensa contesta y propone sus medios de 
prueba, y el Juez juzga. Entonces, se procuró limitar esa facultad al Juez, reservándole el verdadero rol 
que tiene que tener, que es decidir, juzgar. 


Ahora bien, se cita el ejemplo del Código General del Proceso donde los Jueces tienen 
facultades probatorias, pero convengamos que son absolutamente limitadas y se ejercen 
prácticamente en forma excepcional. Como Juez civil me sobran los dedos de una mano para 
enumerar las veces que dispuse prueba de oficio; por ejemplo, en una prescripción adquisitiva 
treintenal, dispuse de oficio ir a visitar el predio que se estaba prescribiendo para ver si efectivamente 
lo que me estaban diciendo los testigos era cierto o no. Además, se trataba de un proceso donde se 
cuenta con un defensor de oficio porque el emplazado está ausente, etcétera. Pero convengamos que 
en los procesos civiles los Jueces excepcionalmente disponen alguna medida probatoria. Más allá de 
lo que establece el artículo 24 del Código General del Proceso, que refiere a la obligación del Juez de 
averiguar la verdad material, todos sabemos que no funciona así en la práctica. 


Entonces, no puedo contestar si fue una omisión o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aporto el dato por haber participado en ese trabajo de la Comisión. No fue una 
omisión; se discutió largamente y se acordó que no correspondía darle iniciativa probatoria al Juez, ni 
siquiera como diligencia para mejor proveer. En el acierto o en el error, fue una decisión deliberada. 


SEÑOR DÍAZ.- Con relación a la segunda parte de la pregunta, es decir, cuál es mi opinión al respecto, 
debo decir que estoy de acuerdo con esa solución, sobre todo pensando que, como enseña el profesor 
argentino Binder, cada vez que se aprueba una reforma, con posterioridad a su entrada en vigencia se 
produce lo que se conoce como “la lucha de prácticas”, es decir que las viejas prácticas luchan por 
sobrevivir y las nuevas tratan de implantarse. En general, no se trata de que uno aprueba un Código, lo 
implementa, entra en vigencia y automáticamente todos empezamos a cumplir exactamente; los 


resabios van quedando, y no olvidemos que tenemos más de cien años de inquisitividad en el país. 
Para poder cambiar esa cultura, creo que sería buena cosa establecer este tipo de solución, aunque 
reconozco que es opinable y que hay quienes sostienen otra cosa. 


No sé si he contestado la pregunta formulada por el señor Senador. 


La actividad del Fiscal puede terminar con lo que se conoce como el acto de formalización - 
establecido el artículo 269- o con el archivo, si entiende que hay un delito pero que no cuenta con 
elementos probatorios como para acusar a nadie. A su vez, puede terminar aplicando el principio de 
oportunidad; podría terminar con algún acuerdo reparatorio, con alguna suspensión del proceso a 
prueba -si se aprueban las salidas alternativas- o con la formalización. 


El acto de formalización, regulado en el artículo 269 del proyecto de ley, es el acto por el cual 
el Fiscal decide iniciar el proceso penal de conocimiento. Si leemos los requisitos que debe contener 
dicho acto de formalización -establecidos en el artículo 269.2- vemos que prácticamente tiene el 
contenido de una acusación, porque se habla de la individualización del o de los imputados y su 
defensor, de la relación circunstanciada del o de los hechos atribuidos y de su calificación jurídica, de la 
participación atribuida al imputado, de la expresión de los preceptos legales aplicables, de los medios 
de prueba que el Ministerio Público piense hacer valer en el juicio y de la solicitud de medidas 
limitativas de la libertad ambulatoria y/o cautelares, en su caso. Y el artículo 269.3 dice que si el 
imputado se encontrare detenido, el Fiscal deberá solicitar el señalamiento de la audiencia preliminar 
en la forma más inmediata a su detención. 


Ese es, entonces, el acto por el cual se inicia el proceso. Creo que el proyecto de ley resuelve 
acertadamente el proceso de roles del que hemos hablado, definiendo claramente el rol del Fiscal, el 
de la defensa y el del Juez. Si bien en ese sentido no tengo ningún tipo de señalamientos que realizar, 
me gustaría -si los señores Senadores disponen de tiempo suficiente- hacer algunas propuestas de 
modificación, algunas de las cuales son muy puntuales y leves, y que, a mi juicio, obedecen a algunos 
rasgos de inquisitividad que fueron quedando, por decirlo de alguna manera, de esos cien años de 
cultura inquisitiva. 


Los artículos 100 y 101 del proyecto de ley del Poder Ejecutivo, relativos al archivo provisional 
y a la facultad para no iniciar investigación, establecen que el Fiscal deberá pedir la aprobación al Juez. 
En caso de que se desarrolle esa actividad preliminar en la que el Fiscal viene investigando, si este 
entiende que no tiene elementos de juicio que le permitan seguir adelante, la pregunta es la siguiente: 
¿por qué tiene que pedirle permiso al Juez? Expresamente, el artículo 100.1 dice: “En tanto no se haya 
producido la intervención del tribunal”. Es decir que hay una actividad investigativa preliminar, donde no 
participó el tribunal porque no se solicitó ninguna medida vulneratoria de derechos, pero el Fiscal 
entiende que no tiene pruebas, no sabe quién cometió el delito ni tiene forma de seguirlo. Entonces, 
decide su archivo provisional hasta que pueda reiniciar la investigación. Pero para ello tiene que pedirle 
permiso al tribunal. ¿Por qué, si hasta ese momento el tribunal no intervino para nada; ni se enteró de 
que había una investigación? Es más, ¿qué pasa si el tribunal le dice al Fiscal que no puede archivarlo 
provisionalmente? ¿Qué tiene que hacer, entonces, el Fiscal? ¿Seguir investigando a pesar de no 
saber cómo? 


A mi juicio, el requerimiento de autorización ante el tribunal debería eliminarse y el Fiscal 
debería archivar provisionalmente por sí y ante sí, excepto que -al contrario de lo que establece el 
artículo- sí hubiera requerido la intervención del tribunal. Vuelvo al ejemplo de las escuchas o al de 
una orden de allanamiento, que son los ejemplos más claros de violación del derecho a la intimidad, 
que necesariamente requieren la intervención del tribunal. El Fiscal viene desarrollando una 
investigación y pide una orden de allanamiento. El allanamiento resulta negativo porque no se 
encuentran los elementos que se pensaban encontrar. La investigación sigue y no se obtiene ninguna 
prueba de quién es el autor. Al agotarse las posibilidades de investigación, decide archivar el caso 
provisionalmente. En ese caso sí debería pedir autorización al tribunal o, por lo menos, informarle, ya 
que este participó. Creo que el tribunal, que expidió una orden de allanamiento o una autorización para 
intervenir un teléfono, debe saber qué fue lo que pasó. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que estos aspectos nos van a ayudar a entender el funcionamiento el 
Código y a identificar qué cosas pueden generar pequeñas turbulencias. El señor Fiscal de Corte nos 
dice que en el artículo 100.2 hay una incongruencia, porque si el Fiscal entiende que no hay pruebas y 
el tribunal todavía no fue consultado -y, por lo tanto, no está al tanto de la situación- ¿para que lo va a 
informar cuando, además, puede decirle: “Continúe adelante”? Entonces, el tribunal casi que se pone 
en calidad de investigador. Estoy estirando los argumentos. Pero bien puede obedecer a que quienes 
en la Comisión Redactora elaboraron estos artículos pensaron que si un Fiscal intervino porque hubo 
un delito, pero luego lo tiene que archivar porque no encontró pruebas, es importante que alguna otra 
autoridad esté al tanto de la situación. Puede ser que el hecho de dar cuenta al tribunal no nos lleve a 
ningún lado, pero de todas formas creo que podría poner en conocimiento al superior para que la 
Fiscalía esté enterada y evalúe si hay procedimientos para hacer o no. Me parece que sería bueno que 
la decisión no quede solamente con el Fiscal, sino en todo su equipo. Si el delito es menor 
seguramente no habrá problemas, pero si es mayor y el Fiscal lo archiva, sería bueno que alguna otra 
autoridad del propio Ministerio Público estuviera enterado. Estoy tratando de razonar cómo sería el 
funcionamiento. 


SEÑOR DÍAZ.- Estoy totalmente de acuerdo. No olvidemos que en el diseño actual, el único acto 
jurídico de un funcionario público que no es recurrible es cuando el Fiscal pide el archivo. Cualquier 
acto jurídico de cualquier autoridad de la República es recurrible, excepto el acto de un Fiscal cuando 
se presenta y pide el archivo de una causa. Entonces, partiendo de la base del significado que ese acto 
puede tener, se pueden establecer correctivos o controles. 


Siguiendo el hilo de razonamiento del señor Senador, hay que ser muy cuidadoso en dos 
cosas. ¿Por qué? Porque del otro lado están los derechos del investigado. En algunos sistemas se 
establece el doble control, es decir, el Fiscal solicita el archivo y la víctima tiene derecho a pedir que 
otro Fiscal se expida. Ahora bien, hay un principio constitucional, que es el non bis in ídem. 
Supongamos que una persona fue investigada por un delito y el Fiscal que intervino entiende que no 
hay elementos de prueba y lo archiva; si viene otro Fiscal, se revé todo. Es un tema que no es fácil de 
resolver. Otros sistemas establecen sanciones administrativas. Cuando hay errores manifiestos en este 
tipo de conductas y realmente se pide el archivo de una investigación en la que notoriamente existen 
elementos para seguir adelante, en esos sistemas se aplican sanciones administrativas. Eso sucede 
cuando hay errores inexcusables, como los denomina el Código General del Proceso. Este sería un 
tema a estudiar. De todos modos, no entiendo bien por qué hay que pedir autorización al tribunal 
cuando lo que queremos es, precisamente, dejarlo fuera de la investigación. Esto es un poco 
contradictorio. 


Lo mismo pasa en el artículo 101, que establece que hay que hacer la petición al tribunal para 
que lo autorice. Me vuelvo hacer la misma pregunta, porque el artículo 101 que regula la facultad de no 
iniciar la investigación, tiene la misma redacción. Dice: “En tanto no se haya producido la intervención 
del tribunal competente, el Fiscal podrá abstenerse de toda investigación, cuando los hechos relatados 
en la denuncia no sean constitutivos de delito.” Entonces, si hay una denuncia y el Fiscal concluye que 
los hechos no constituyen delito, tiene que presentar un escrito al tribunal pidiendo autorización para no 
iniciar la investigación cuando entiende que los hechos, repito, no son constitutivos de un delito. Es un 
rasgo de inquisitividad que nos va quedando por ahí. 


Voy a dejar para el final lo relativo al proceso extraordinario porque, por decirlo de alguna 
manera, es lo más complejo o discutible. 


Ahora voy a referirme a otra modificación. El artículo 272.4 regula la audiencia preliminar. En 
la sesión del martes pasado doctor Garderes realizó un planteo con el que estoy de acuerdo. El literal 
a) del artículo 272.4 dice que el tribunal deberá resolver: “Sobre la admisión de la solicitud Fiscal de 
formalización de la investigación y en su caso de la vía extraordinaria, disponiendo la sujeción del 
imputado al proceso.” Así como está redactado puede quedar la duda que hay como una especie de 
auto de procesamiento, que es lo que expresamente se quiere eliminar en el proyecto. Creo que 
debería quedar claro que, en realidad, el único alcance que tiene este pronunciamiento del Juez es el 
control si el acto de formalización del Fiscal contiene todos los requisitos formales que la ley establece 
que debe contener. Aquí no hay evaluación sobre si existe semiplena prueba de la comisión de ningún 
delito, sino que expresamente se procura eliminar el auto de procesamiento. El acto de inicio del 
proceso es el acto de formalización que realiza el Fiscal. El Juez sí debe controlar que contenga todos 


los requisitos que establece el artículo 269, pero no se pronuncia sobre el fondo del asunto, porque si 
no estaría adelantando de alguna forma lo que luego será su sentencia. Creo que el doctor Garderes lo 
planteó el martes pasado y en lo personal estoy de acuerdo con que quizá debería buscarse una 
redacción mejor. 


Lo que tiene que ver con la prisión preventiva -y sé que es otro tema espinoso- a mi juicio, 
está regulada correctamente como una medida cautelar en los artículos 226 y siguientes. Los dos 
requisitos que se establecen para disponer la prisión preventiva son: que sea indispensable para no 
entorpecer la investigación o que exista peligro de fuga del imputado. La doctrina generalmente 
establece que las dos condiciones que se deben exigir para disponer una medida cautelar de prisión 
preventiva son: el temor fundado de fuga -que en el caso de los delitos graves se presume- y que la 
libertad del imputado no pueda entorpecer la investigación, frustrando o escondiendo pruebas, 
amenazando testigos y demás. Esos serían los dos requisitos establecidos a nivel doctrinario para 
disponer la prisión preventiva, pero ahora hay un tercero que alguna parte de la doctrina lo establece: 
evitar el riesgo de reiteración de la conducta. Reitero, se procura evitar tres riesgos: el de la fuga, el de 
que la libertad entorpezca la investigación, ocultando prueba, y el de la reiteración de la conducta. Hay 
quien sostiene que el este último es una función de la pena y no de la medida cautelar; 
doctrinariamente, esa discusión está planteada. Ahora bien, en mi opinión, el riesgo de reiteración de 
la conducta debería ser incluida como una de las causales por las cuales se dispone la prisión 
preventiva. ¿Por qué digo esto? Tal como lo proponía el señor Senador Michelini, imaginemos cómo 
funcionaría. Mañana tenemos un sujeto que tiene veinticinco antecedentes -que los hay- todos por 
delitos leves, por ejemplo hurto. Es detenido in fraganti y conducido. No existe riesgo de fuga -es más, 
probablemente, el sujeto no tenga a dónde ir- no se puede presumir el riesgo de fuga porque la 
gravedad de la pena es leve, pues por más antecedentes que tenga los guarismos mínimos y máximos 
son muy bajos. Tampoco hay riesgo de que se frustre la prueba, porque lo capturaron in fraganti delito. 
Entonces, si no se dan los dos requisitos tenemos que decirle al sujeto que se vaya para su casa y de 
repente tiene cincuenta antecedentes. En este caso sí existe riesgo de reiteración de la conducta 
porque, probablemente, a los tres días lo vamos a tener de vuelta por la misma razón. Propondría 
incluir en el artículo 227, además del riesgo de fuga y de frustración de la prueba, el riesgo de 
reiteración de la conducta. Los artículos 228 el 229 establecen una serie de indicios que el Juez debe 
tener en cuenta para ver cuándo puede haber entorpecimiento de la investigación -artículo 228- y 
cuándo puede haber peligro de fuga -artículo 229-; entonces, quizás habría que agregar en un artículo 
229 bis o 230 cuando se entiende que puede haber riesgo de reiteración de la conducta. En mi 
opinión, debería evaluarse que existe riesgo de reiteración de la conducta cuando estamos ante un 
sujeto reiterante o reincidente, sobre todo cuando son sobre delitos del mismo bien jurídico tutelado; 
estoy pensando, básicamente, en los hurtos. Obviamente, los delitos de rapiña, por su gravedad, van a 
entrar dentro del artículo 229 que establece el peligro de fuga y no va a haber problema. Sugeriría a la 
Comisión tener en cuenta ese elemento e incorporarlo como una modificación. 


El tema de la libertad condicional está relacionado directamente con esto. La libertad 
condicional es un instituto por el cual -vuelvo a lo que hablábamos hoy- cuando se dicta una sentencia 
de condena a cumplir una pena de prisión y el individuo se encuentra en libertad, hoy en día se 
suspende el reintegro a la cárcel y se tramita la libertad condicional de oficio. Y si el individuo no 
cometió un nuevo delito, no se lo reintegra a la cárcel y cumple la pena bajo vigilancia policial. 


Primera cosa: la libertad condicional es un instituto extraño al proceso acusatorio. En general, 
en los países con proceso acusatorio no rige la libertad condicional. ¿Por qué? Porque el individuo 
puede estar en libertad durante el proceso acusatorio, pero una vez que se dicta la sentencia, si esta 
es de condena, se cumple. 


La regulación de la libertad condicional que se establece en el artículo 298 nos va a llevar a 
que no se cumplan las sentencias. Toda vez que se dicte una sentencia de condena y el individuo se 
encuentre en libertad ambulatoria, no se va a cumplir ninguna pena. ¿Por qué? Porque en el 229 se 
dice que, aprobada la liquidación, el Juez de Ejecución y Vigilancia solicitará al Instituto Técnico 
Forense, dentro del plazo de tres días, la planilla, etcétera. Si dicha planilla no registra que haya sido 
condenado por nuevo delito -y presten atención porque tiene que ser un delito cometido con 
posterioridad al que originó esa causa y, además, tiene que estar condenado, lo que es prácticamente 
imposible- según se deprende de la lectura, prácticamente es preceptivo darle la libertad condicional. 


Si nosotros restringimos el instituto de la prisión preventiva como medida cautelar regulado 
conforme al Derecho Internacional -como tiene que ser- vamos a tener a un grupo de individuos que 
van a llegar al dictado de la sentencia de condena en libertad, pero después dictamos la sentencia de 
condena y no la va a cumplir o va a hacerlo en libertad vigilada bajo la autoridad policial, que en la 
práctica es más o menos lo mismo que la nada. Con toda franqueza, esto nos lleva a la impunidad. 


Personalmente propongo eliminar el instituto, aunque quizás sea un poco drástico y no lo 
más adecuado, o establecer determinados requisitos distintos a estos para concederla. Primero, que 
no sea la regla sino la excepción. Si uno es condenado a una pena con privación de libertad, que la 
regla sea que la pena se cumpla. Segundo, que no se tramite de oficio, o sea que el individuo tenga 
que pedirla a través de su defensa. Tercero, que las exigencias que la ley requiera para conceder el 
beneficio de la libertad condicional sean positivas y no negativas; por ejemplo, que cause más daño al 
individuo o a la sociedad mandarlo a la cárcel a que cumpla el saldo bajo vigilancia. Veamos el caso de 
un individuo que durante el proceso cometió un delito y mientras está siendo juzgado consigue un 
trabajo y, cuando llega el momento de cumplir la sentencia porque es condenado, si lo mandamos a la 
cárcel el individuo va a perder el trabajo y el daño que se le causa a él e indirectamente a la sociedad 
es más grave. Es más beneficioso que no se cumpla la sentencia a que se cumpla. Otro ejemplo es 
que el individuo esté estudiando. Si lo está haciendo cuando llega el momento de dictado de la 
sentencia, podemos establecer que se le conceda la libertad condicional y se le permita cumplir la 
sentencia bajo vigilancia policial. Esa es una medida un tanto dura, pero convengamos que los 
institutos de la libertad condicional no existen en los procesos acusatorios. Este es un viejo resabio que 
queda del proceso anterior. 


SEÑOR MICHELINI.- Según entiendo, usted cree que la libertad condicional solo puede ser posible a 
partir del dictado de la sentencia porque hasta esa instancia podemos tener prisión preventiva con las 
características que ha nombrado y el agregado de que se cometa un nuevo delito, o al individuo en 
libertad hasta que se dicte la sentencia. 


SEÑOR DÍAZ.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Esos serían los dos institutos -creo que no puede haber otro-: está en libertad 
porque todavía no se lo declaró culpable o por los dos, el a) y el b) -ahora usted agrega un c) - puede 
estar cumpliendo una pena preventiva. 


SEÑOR DÍAZ.- Así es. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero si está cumpliendo una preventiva es porque el Fiscal primero y después el 
tribunal entiende que ese individuo no puede estar libre. 


Dictada la sentencia se puede hacer un ordenamiento normativo para pedir la libertad 
condicional pero, reitero, ya sería después de la sentencia. 


SEÑOR DÍAZ.- La libertad condicional siempre se pide después de la sentencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Por lo que usted estaba trasmitiendo, daba la impresión que en nuestro sistema 
actual la libertad condicional se pide y puede ocurrir o no, pero vaya a saber cuándo viene la sentencia. 


SEÑOR DÍAZ.- Hay que hacer la distinción entre provisional y condicional. 


En el transcurso del proceso, el individuo puede estar en prisión preventiva -que es una 
medida cautelar- o en libertad provisional, no condicional. Si al momento del dictado de la 
sentencia esta es de condena -partimos de esa premisa- y el individuo está privado de su libertad, 
permanece en esa situación; después podrá solicitar la libertad anticipada a la mitad de la pena, que es 
otro instituto. 


Si el individuo está en libertad ambulatoria porque obtuvo su libertad provisional, se dicta una 
sentencia de condena. Recién ahí se tramita la libertad condicional. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando a un individuo se lo atrapa por un delito, en principio no va preso, salvo 
que se le aplique la preventiva. 


SEÑOR DÍAZ.- Exacto. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, hasta que no se declare su culpabilidad estará libre e irá al juicio 
correspondiente. 


SEÑOR DÍAZ..- Sí. 


SEÑOR MICHELINI.- Por tanto, no es que esté libre provisionalmente, sino porque no es culpable, 
salvo que no esté libre porque se le aplique una preventiva bajo las características a) y b, y ahora una 
C) que usted está planteando en el nuevo ordenamiento jurídico. 


SEÑOR DÍAZ.- Eso va a ser igual. 
SEÑOR MICHELINI.- En el nuevo ordenamiento será así. 
SEÑOR DÍAZ..- Sí. 


SEÑOR MICHELINI.- Ahora bien, dictada la sentencia, puede pedir la libertad condicional en función 
de lo que se establece en el artículo 298. 


SEÑOR DÍAZ..- Siempre y cuando esté en libertad; en caso contrario, es decir, si está privado de su 
libertad no puede pedir la condicional. Si está privado de su libertad al momento del dictado de la 
sentencia de condena, tiene que esperar y pedir la libertad anticipada. Si está en libertad, puede pedir 
la condicional. 


SEÑOR MICHELINI.- Y el tribunal la otorgará o no. 

SEÑOR DÍAZ.- Exactamente. Pero de la forma en que está regulado, tendrá que otorgarla siempre. 
SEÑOR MICHELINI.- Bien, ahora entendí. 

SEÑOR DÍAZ.- La idea es que eso no sea así, es decir, que no tenga que otorgarla siempre. 
SEÑOR MICHELINI.- Que la potestad exista. 


SEÑOR DÍAZ.- Exacto; o que esté regulado expresamente en qué casos se concede la libertad 
condicional y en cuáles no, y que esos requisitos sean positivos y no negativos; que no baste con que 
no haya cometido un nuevo delito. Puedo no haber cometido un nuevo delito, pero tener doscientos 
antecedentes. 


Creo que el requisito debería ser que sea más dañoso para el individuo y para la sociedad 
que el hecho de que la sentencia se cumpla; de lo contrario, deberá cumplirla. No sé si soy claro. De 
esa manera eliminamos, entre otras cosas, la sensación de impunidad y que la única pena que se 
cumpla sea la prisión preventiva. ¿Por qué se desnaturaliza la prisión preventiva? Se desnaturaliza 
porque los operadores del sistema -Jueces y Fiscales- saben y tienen internalizado que es la única 
pena que se cumple. Entonces, de esa manera se desnaturaliza la prisión preventiva, se extiende, no 
se utiliza como medida cautelar y sí como pena anticipada. ¿Por qué? Porque el Fiscal y Juez saben 
que si le conceden la libertad provisional durante el transcurso del proceso y llega el momento del 


dictado de la sentencia, aun cuando lo condenen no va a cumplir la pena o lo hará en libertad bajo 
vigilancia, aunque todos sabemos que en la práctica no hay ningún control. 


Sé que es un cambio fuerte, pero me parece que tenemos que ir a un sistema donde la 
sentencia se cumpla. Está bien, la prisión preventiva es una medida cautelar, se tiene que disponer 
solo en determinados casos, no puede utilizarse como pena anticipada. Con todo eso estoy totalmente 
de acuerdo, pero no con que una vez que se dicte la sentencia no se cumpla porque eso genera la 
sensación de impunidad, que para mí es el peor de los males. 


Por otra parte, hay dos temas menores; uno de ellos es la prohibición de la defensa propia, 
que está establecida en el artículo 81. Comparto la afirmación de Carnelutti, que dice que el abogado 
de sí mismo tiene a un tonto como cliente. En realidad, nosotros ratificamos la Convención Americana 
de Derechos Humanos y en el Pacto de San José de Costa Rica se establece expresamente la 
posibilidad de autodefensa. Si entendemos que los Tratados internacionales de derechos humanos 
integran el bloque de constitucionalidad por la vía del artículo 72 de la Constitución de la República, y 
en un Tratado de Derecho Internacional de la Convención Americana de Derechos Humanos ratificado 
por Uruguay está establecida la posibilidad de autodefensa, su prohibición, de alguna manera, estaría 
violando nuestra Carta. 


SEÑOR MICHELINI.- Entendiendo los aspectos constitucionales, pregunto si aun cuando la persona 
estuviera con prisión preventiva se permitiría que hiciera su propia defensa. 


SEÑOR DÍAZ.- Creo que en ese caso estaría prácticamente en una condición de indefensión, pero 
debemos reconocer que el Tratado no distingue entre una situación y otra. Pienso que podríamos 
eliminar esa posibilidad. En mi carrera como Juez, durante casi veinte años, una sola vez vi que una 
persona se autodefendiera. Esta es una hipótesis un poco excepcional porque, en general, una 
persona que está siendo sometida a un proceso, incluso estando en libertad, no tiene el estado de 
ánimo más adecuado como para ejercer su defensa; en eso estoy totalmente de acuerdo. Pero el 
hecho es que ratificamos un Tratado internacional que establece esa posibilidad; concretamente, está 
en el artículo 8.2 literal d) del Pacto de San José de Costa Rica. Si esto se aprueba así, es probable 
que no suceda nada, pero quizás en algún momento puede haber alguna objeción de 
inconstitucionalidad. 


El otro tema del que hablaba es el del error manifiesto, que está regulado en el artículo 123.2 
del proyecto de ley. ¿Qué es el error manifiesto? En términos generales, hay dos principios procesales: 
el de congruencia y el de legalidad. El primero establece, básicamente, que el Juez no puede dar más 
o distinto de lo que la parte actora pide. En el caso del proceso penal, el Juez no podría condenar con 
una pena superior o distinta de la que el Fiscal solicita. En nuestro ordenamiento procesal se hace 
primar el principio de legalidad, estableciéndose el instituto del error manifiesto. Por medio de este 
instituto, cuando el Fiscal solicita una pena ilegal -generalmente, en menos- se permite al Juez 
aumentar la pena y ubicarla dentro de los rangos que estableció el legislador para ese delito. Aquí se 
está violando el principio de congruencia y se hace primar el de legalidad. 


En mi opinión personal, en un proceso acusatorio no tiene cabida el error manifiesto y no 
debería hacerse primar el principio de legalidad sobre el de congruencia; es más, debería regir este, 
con el agregado de que, obviamente, si el Fiscal se equivoca y pide una pena ilegal, será responsable 
administrativamente por haber cometido un error de esas características, pero me parece que colocar a 
la defensa en la situación de tener que defenderse dos veces -o sea, de la acusación Fiscal y, a su vez, 
prever que el Juez le pueda enmendar la plana al Fiscal y corrija el error en su detrimento- desnivela el 
principio de igualdad de las partes. Reconozco que esta posición es discutible, pero si queremos un 
proceso realmente acusatorio, sería bueno eliminar el instituto del error manifiesto. 


Brevemente, voy a hacer referencia a la documentación de la audiencia, que figura en el 
artículo 142.1. Allí se expresa: “Lo actuado en audiencia se documentará en acta que se labrará 
durante su transcurso. Además, el tribunal dispondrá el registro de lo actuado mediante la utilización de 
los medios técnicos apropiados”. Francamente, creo que debería irse al establecimiento del registro de 
lo que sucede en la audiencia mediante audio. Las actas, en general, no reflejan claramente lo que 
sucede en la audiencia; no reflejan las entonaciones de voz y, después, al final de la audiencia siempre 


terminamos discutiendo si dijo “A”, *B” o, en realidad, quiso decir tal otra cosa. Nunca queda un registro 
adecuado de todo esto. Además, me parece que el audio le da una formalidad a la audiencia que hoy 
día no tiene. Por otro lado, luego de una inversión inicial -que podrá ser un poco más gravosa- creo 
que es hasta mucho más barato registrar las audiencias en audio y guardarlo en los servidores 
indicados, que dejarlo por escrito. Es cierto que tenemos una cultura escritural muy fuerte en Uruguay, 
pero me parece que sería mejor -tal como se hizo en el sistema chileno- registrar todo lo que acaece 
en la audiencia mediante el audio, pues queda grabado y, eventualmente, puede ser escuchado todas 
las veces que sea necesario. Alguien me decía: “Bueno, ¿y qué pasa con los tribunales de alzada 
porque, entonces, no va a tener expediente, no va a tener el acta?” Lo único que estamos proponiendo 
es que el señor Ministro del tribunal de alzada cambie el mecanismo de percepción: en lugar de leerlo 
en un papel lo tendrá que escuchar, ayudado por una guía en un papel. Me parece que le daría mucha 
más fidelidad y transparencia, y estoy casi seguro de que se eliminarían todas las denuncias por 
maltrato o abuso que puedan acaecer en una audiencia; también quedarían absolutamente registrados 
los horarios de comienzo y finalización, así como todo lo que acaece en la audiencia. Reitero que, a mi 
juicio, todo sería mucho más transparente de lo que el sistema es hoy en día. 


Entonces, propondría que se dispusiera que la Suprema Corte de Justicia tomara las medidas 
pertinentes a los efectos de que las audiencias quedaran grabadas en los audios respectivos. 


A continuación, voy a referirme a la prueba en segunda instancia. El artículo 370.1 establece, 
prácticamente, la posibilidad de prueba en segunda instancia sin ningún tipo de límites. Creo que 
habría que regular esto de distinta manera e ir a un régimen similar al que establece el Código General 
del Proceso, donde se reconoce la posibilidad de hacer prueba en segunda instancia, pero limitado a 
determinados casos. O sea, la declaración del imputado sería: sobre otros puntos sobre los cuales no 
hubiere sido indagado, documentos con fecha posterior, documentos de los que se hubiera tenido 
conocimiento con fecha posterior, etcétera. Creo que la regulación que hace el artículo 253.2 del 
Código General del Proceso es absolutamente clara. ¿Qué va a pasar en caso contrario? Que la 
segunda instancia se va a transformar, no en una revisión de lo actuado en primera instancia, sino en 
un nuevo juicio, y vamos a saturar a los tribunales de segunda instancia, que seguramente no van a 
dar abasto. Me parece que esto no es conveniente y que debe mantenerse la segunda instancia como 
lo que naturalmente debe ser: la revisión de lo actuado en primera instancia, con la posibilidad de algún 
medio probatorio nuevo, si se dan algunos de esos requisitos excepcionales. 


Por último -y es el tema más escabroso- voy a referirme a la regulación de la estructura 
extraordinaria, que está prevista en el artículo 275. Creo que habría que regular mejor la posibilidad 
del proceso extraordinario. Me parece que la facultad de disponer si se va por proceso ordinario o 
extraordinario no debería de ser del Juez, sino que, por lo menos, debería establecerse que, si hay 
acuerdo de partes para seguir adelante la estructura extraordinaria, ese acuerdo debería ser obligatorio 
para el Juez. Quiere decir que si la Fiscalía y la defensa están de acuerdo en que se debe seguir por la 
estructura del proceso extraordinario, ese acuerdo debería ser obligatorio para el Juez. 


El artículo 275 establece: “Si el Ministerio Público entendiera suficiente la prueba reunida para 
fundar la acusación podrá acumular a la solicitud de formalización de la investigación, la petición de 
tramitación por la vía del proceso extraordinario”. Luego, hay un artículo muy breve que establece 
cómo se regula el proceso extraordinario. Creo que más que dejar en manos del Ministerio Público, 
que lo pide, pero en última instancia a cargo del Juez, si se decide ir por el proceso extraordinario, 
podría habilitarse la posibilidad de un acuerdo de partes, como hay en otros sistemas, en los que el 
Fiscal y la defensa pueden acordar efectivamente ir por la vía del proceso extraordinario. El proceso 
extraordinario, tal como está pensado en el Código, permitiría que en un plazo muy breve, de 48 horas, 
un individuo pudiera ser condenado y salir del Juzgado con una sentencia de condena ejecutoriada. 
Evidentemente, esto está previsto para los casos de flagrancia, de prueba sencilla y demás. Pienso 
que si lo dejamos redactado tal como está, es decir, de forma que si el Fiscal pide, se escuchará a la 
defensa y el Juez es quien, en última instancia, resuelve si se va por la vía del proceso extraordinario, 
corremos el riesgo de que aparezcan algunas objeciones de constitucionalidad de esta norma, en el 
sentido de que se le estaría negando a la defensa el plazo razonable para esgrimir o preparar su 
defensa. Si vamos por la vía del acuerdo, de alguna forma la defensa estaría consintiendo en seguir la 
vía del proceso extraordinario y habría que pensar -esto sé que constituye un cambio muy radical para 
este país, aunque en otros países, como es el caso de Chile, funciona perfectamente- si el Estado no 
debería, de alguna manera, “premiar” a ese imputado que acepta ir por la estructura del proceso 


extraordinario y salir condenado en 48 horas a una pena que ciertamente va a cumplir, porque va a 
salir de ahí privado de su libertad a cumplir la pena. Entonces, habría que estudiar si no sería viable 
regular alguna especie de acuerdo entre la Fiscalía y la defensa. Estamos hablando de la posibilidad 
de que se establezca la opción de reducir la pena en un grado cuyo margen dispondrá el Legislador, si 
efectivamente se va por la vía del proceso extraordinario. Se podrá aducir que se reducirá la pena, 
pero no hay que olvidar que se trataría de una pena que efectivamente se cumpliría. Quiero aclarar que 
estamos hablando del caso de sujetos que no son primarios, sino que son reincidentes, ya que los 
primarios siempre van a tener el beneficio de la suspensión condicional de la pena, por lo que no van a 
ser remitidos. 


SEÑOR MICHELINI.- El doctor Díaz habla de que haya una especie de doble acuerdo que se haga en 
el momento. Por un lado, el Fiscal y el imputado aceptan, entonces, ir por el sistema extraordinario; ya 
no sería voluntad del Ministerio Público ni algo que pudiera determinar el Juez. La única opción sería la 
del acuerdo y, además, podría haber un acuerdo sobre la pena. 


SEÑOR DÍAZ.- Se está hablando de la posibilidad de una reducción de la pena. 


SEÑOR MICHELINI.- Ahora bien; pregunto si, tal como ocurre ahora -cuando los mayores imputan 
delitos a los menores- puede darse que una persona, por temor a sus posibles cómplices -aunque 
estos no estén identificados por la Administración- se termine entregando a la Justicia, ya sea que haya 
participado o no del delito, para cumplir una pena en lugar de otros. 


SEÑOR DÍAZ.- No estoy hablando de la autoincriminación reglada, en la que sí ocurre lo que dice el 
señor Senador. En ese caso se trata de una persona que acepta su responsabilidad y la consiguiente 
condena con tal de que le rebajen la pena, sin necesidad de proceso ni de prueba. Pero no estamos 
hablando de esa situación; lo que estamos diciendo es que en lugar de ir por la vía del proceso 
ordinario, se va por la del extraordinario, pero la prueba se tiene que diligenciar igual y se tiene que 
dictar la sentencia que, incluso, podría ser absolutoria. No hay que olvidar que estamos hablando de 
una persona que está aceptando salir condenada a las 48 horas de un Juzgado. De la otra forma, 
siempre va a tener la esperanza de que en algún momento se le dé la libertad condicional. En el caso 
que estamos considerando, la persona va a ser condenada a una pena, que podrá ser un poco menor 
a la que eventualmente recaería, pero que tiene que cumplir efectivamente. Reconozco que este 
planteo es bastante removedor y no me atrevería nunca a llegar a la autoincriminación reglada, aunque 
sí la he visto funcionar en otros países, repito, como es el caso de Chile. 


Estas son las reflexiones que me merece el proyecto, y vuelvo a repetir que quizás del 
detalle de todas las objeciones, observaciones y sugerencias que he hecho puede parecer que, en 
realidad, tengo una posición crítica sobre el proyecto, pero no es así; lo cierto es que estoy a favor del 
proyecto y apoyo calurosamente su aprobación. Simplemente, hice estas apreciaciones porque me 
pareció que había que llamar la atención de los señores Senadores de forma tal que obtengamos un 
producto final que pueda funcionar efectivamente en la práctica y no tengamos que estar, al poco 
tiempo de su implementación, haciendo reformas o retrocediendo a estadios anteriores. 


Naturalmente, estoy a la orden para contestar cualquier otra pregunta que me quieran 
formular. 


El señor Presidente hizo referencia al proyecto de Ley Orgánica de la Fiscalía Nacional y 
quizás sobre esto hay alguna consulta, planteo o sugerencia. En ese sentido, simplemente quiero 
agregar como una reflexión personal que será difícil que este proyecto de ley del Código del Proceso 
Penal se apruebe mientras la Fiscalía esté dentro del Poder Ejecutivo. Creo que es una de las cosas 
que está incidiendo, sobrevolando o subyacente en este debate. En reiteradas oportunidades he 
expresado que -al igual que en el resto de los países de América Latina- el Ministerio Público debería 
de estar fuera del Poder Ejecutivo, no porque tenga miedo a contagios o a contaminaciones ni mucho 
menos, sino por aquella razón de que la mujer del César no solamente tiene que ser honesta, sino 
además parecerlo. Por lo tanto, al establecer un sistema aparte del Poder Ejecutivo podríamos darle la 
garantía a la sociedad en su conjunto que la actuación de los Fiscales -que van a tener ni más ni 
menos que la responsabilidad de investigar los delitos- no esté siquiera en riesgo de contaminarse por 
algún otro tipo de suspicacia. 


Muchas gracias por la atención que me han brindado y estoy a las órdenes, repito, para 
responder alguna pregunta sobre este punto. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, sería bueno que todas las sugerencias sean enviadas por 
escrito a la Comisión para contar con ese material cuando empecemos a votar los artículos. 


En segundo lugar, independientemente de que haya un proyecto de ley vinculado a la Ley 
Orgánica de la Fiscalía, quisiera saber si el doctor Díaz tiene una idea de lo que económicamente 
significa poner a punto a las Fiscalías, para que tengan capacidad de investigar con los equipos 
correspondientes, y modernizar el Ministerio Público si este proyecto de ley es aprobado. 


En tercer término, vuelvo al artículo 227 relativo a la prisión preventiva. A los diferentes 
invitados de esta Comisión les he planteado si estaban cubiertas todas las casuísticas. En realidad, la 
preocupación es que en ese cambio, en esa transición de un sistema a otro no se genere alarma 
pública debido a que los jueces no hacen lo que tienen que hacer ahora y tampoco se habitúen a lo 
que viene -al igual que los Fiscales- abriéndose así una ventana donde se empiece a generar una 
situación de vacío y haya delincuentes libres. Como decía el otro día el doctor Abal, el sistema 
uruguayo es según cómo se lo mire: o es el más tardío de todos en dictar sentencia o es el más rápido, 
pero una vez que se apresa a alguien, vaya a saber cuándo sale. No hay seguridad ninguna de cuándo 
se dictará la sentencia, pero se está preso. 


Además de los literales a) y b), ahora se agrega un c) con respecto al riesgo de que se 
vuelvan a cometer delitos supongo que de la misma índole. Si la persona tiene un antecedente por 
homicidio culposo, no debería tenerse en cuenta en caso de que haya incurrido en un delito de otra 
índole. En definitiva, son cuatro casos: el literal a), en caso de flagrancia; el b), porque se pueda 
entorpecer la investigación; el c), por peligro de fuga, y ahora un d), que sería por el riesgo de 
reiteración de delito. No sé -porque recién estamos incursionando en el tema- si no hay otras 
casuísticas que puedan quedar comprendidas en todos estos aspectos. Me refiero a personas que 
puedan tener algún problema psicológico, que no tengan antecedentes y no hayan sido descubiertas in 
fraganti pero exista presunción en contrario en función de que el cuadro psicológico demuestra que 
atravesaron por situaciones tales que hacen no puedan seguir el transcurso del proceso en libertad. 


Mi preocupación pasa por no dejar ninguna casuística abierta que pueda generar alarma 
pública. Ojalá un día el proceso penal uruguayo esté lo suficientemente maduro que lleve a usar la 
preventiva lo menos posible. Eso sería lo ideal. Ahora bien, si ese ideal se logra cuando el sistema esté 
maduro, siento que cuando comience a funcionar existirán muchas dudas y ocurra que el Fiscal esté 
actuando bien, cumpla con el plazo estipulado, esté preparando todas las pruebas y no se aplique la 
preventiva porque estas tres o estas cuatro casuísticas no se ajustan perfectamente, y no pueda 
seguirse el proceso extraordinario. Conclusión: estaríamos ante situación de alarma pública que nos 
erosionaría el proyecto que yo creo que es bueno. 


Por lo tanto, solicito al señor Fiscal de Corte que si pensó en otras casuísticas, también las 
incluya. 


SEÑOR DÍAZ.- Si entendí bien, agregué tres o cuatro artículos; el resto lo enuncié como sugerencia. 
SEÑOR MICHELINI.- Como insumo. 
SEÑOR DÍAZ.- Digamos, que tengan forma de artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted nos sugiere algunas modificaciones y nosotros le sugerimos que nos 
ponga las sugerencias por escrito, justamente, para desincentivar la propuesta de sugerencia. 


(Hilaridad.) 


SEÑOR DÍAZ.- Entendí perfectamente bien, pero es difícil desincentivarme en ese sentido. 


Con relación al tema costos quiero decir lo siguiente. 


Creo que la semana que viene haremos un llamado a una consultoría para evaluar el estado 
de situación del Ministerio Público y Fiscal actual. Si bien tenemos bastante claro este aspecto, 
necesitamos algún insumo de carácter técnico que nos permita determinar cuáles serían las 
modificaciones que deberían hacerse desde el punto de vista presupuestal, en tanto recursos humanos 
y materiales, en dos escenarios: en el actual -punto que tenemos bastante afinado- y en el hipotético 
de aprobación del Código. En este momento no me atrevo a hablar de costos porque estamos tratando 
de trabajar con la mayor seriedad posible para alcanzar números que tengan una sustentación. 


Como bien saben los señores Senadores, hemos recibido un refuerzo muy importante en 
materia de recursos humanos. El Senado aprobó la propuesta del Poder Ejecutivo de impulsar un 
concurso abierto de oposición y méritos para el ingreso de 82 Fiscales adscritos que, en su gran 
mayoría, irán al interior del país, con miras a reforzar cada una de las unidades Fiscales. Con ese 
incremento de recursos materiales estaremos en condiciones de dar respuesta a los requerimientos 
que el Ministerio Público y Fiscal tiene actualmente, bajo el nuevo paradigma: la eliminación de lo que 
se conoce como Fiscal de Gabinete y el pasaje a un régimen de Fiscal de Audiencia. Esto se hace en 
el entendido de que esa es la mejor forma de contribuir con la eficiencia y eficacia del funcionamiento 
de la administración de Justicia. 


¿Cuáles serán los requerimientos dentro del Código? Justamente, eso es lo que estamos 
tratando de determinar a través de una consultoría. Hay varios temas que se relacionan con esto 
porque en algún momento deberemos determinar cuál será el futuro de las Fiscalías Civiles. Hoy 
tenemos un importante número de recursos humanos y materiales destinados a las Fiscalías Civiles y 
lo que hemos estado proponiendo hasta ahora es un debate, no sobre la eliminación de las Fiscalías 
Civiles, pero sí sobre su reformulación, porque entendemos que hay un conjunto de tareas que los 
señores Fiscales Civiles realizan que, desde el punto de vista del concepto de orden público de la 
actualidad, no deberían desarrollar. Por ejemplo, la intervención en todo lo que tenga que ver con el 
estado civil de las personas; situaciones de niños, niñas o adolescentes que tienen sus representantes 
legales y a los cuales cuando están en conflicto se les asigna un abogado conforme al Código de la 
Niñez y la Adolescencia, porque ahí tenemos un abogado del papá, otro de la mamá, un abogado del 
niño, el Juez y además agregamos a un Fiscal. Esto exige determinados pronunciamientos de 
naturaleza política y obviamente la primera y última palabra en ese sentido la va tener el Parlamento. 


Estamos, incluso, costeando cuánto le significa al Estado el servicio que presta el Ministerio 
Público. Cualquier actuación del Ministerio Público termina en una vista o en un dictamen, es decir que 
su actuación es cuantificable y por lo tanto costeable. Nosotros podemos determinar claramente cuáles 
son los recursos que destinamos a cada una de las unidades y cuál es el resultado que tiene esa 
unidad Fiscal. O sea que podemos costear cuánto le significa al Estado uruguayo una vista en materia 
civil; realmente estamos llegando a resultados absolutamente sorprendentes. 


Queremos proponer al Poder Ejecutivo primero y al Parlamento después un costeo que no 
solamente implique los nuevos recursos que podemos llegar a necesitar, sino también una reestructura 
de los recursos que tenemos hoy en día. Creemos que una actitud responsable es pensar en usar los 
recursos que ya tenemos de mejor forma, más eficiente y eficaz, y luego ver qué otros recursos 
necesitamos. Por lo tanto, no los tenemos costeados. Sí hemos determinado -por lo menos en nuestra 
propuesta- que no vamos a crecer a imagen y semejanza del Poder Judicial, es decir, no vamos a 
crear tantas Fiscalías como Juzgados se creen. La idea no es un Fiscal por Juez, sino que cada 
Fiscalía tenga un Fiscal jefe o un Fiscal titular -en Montevideo son los Fiscales nacionales y en el 
interior los Fiscales departamentales- porque no nos olvidemos que si vamos a asumir la 
responsabilidad de llevar adelante las investigaciones, tendremos que actuar con un criterio de unidad 
de acción que hoy día la Fiscalía no tiene. No es lo mismo actuar como dictaminante técnico, donde el 
principio de independencia cobra un determinado significado, que actuar en el momento de investigar 
delitos. 


Este propio proyecto de ley establece que el Ministerio Público tiene la posibilidad de dar 
instrucciones particulares y generales a la Policía. Estamos partiendo de la base de que si vamos a dar 
instrucciones generales a la Policía, obviamente que no van a ser impartidas por cada uno de los 


Fiscales de la República, porque de lo contrario aquella no va a saber si provienen del Fiscal A, del B o 
del C. En ese sentido, entendemos que la Fiscalía debe crecer sobre una estructura distinta a la que ha 
tenido hasta ahora, que ha sido un poco por espejo del Poder Judicial. Pensamos que quizás debe 
haber la misma cantidad de Fiscalías que hoy -no más cantidad- pero sí más Fiscales que puedan 
cumplir con esos requerimientos. Una vez que tengamos el costeo, con muchísimo gusto lo podemos 
hacer público porque para eso lo estamos haciendo. 


Con relación a la libertad provisional, creo que cubriendo los tres riesgos -fuga, 
entorpecimiento de la investigación y reiteración de la conducta- y estableciendo en cada uno de ellos 
cuáles son los indicadores que el Juez debe tener en cuenta, estaríamos abarcando todas las 
posibilidades. 


Comparto la preocupación del señor Senador Michelini respecto a que se puede generar ese 
tipo de situaciones -de hecho se han generado en otros países- y me parece que deberíamos hacer un 
gasto importante en una gran campaña de educación a nivel de toda la sociedad -empezando por las 
propias escuelas- y explicándole a la gente cómo funciona el proceso penal. La gente hoy no tiene ni 
idea de cómo funciona el proceso penal y piensa que cuando una persona es procesada, ya es 
culpable y se la condena. A veces sucede que una persona es procesada, pero muchos meses 
después resulta absuelta y la realidad es que a los mass media eso no les importa, y a doña María y 
don José tampoco; en la percepción de la sociedad ese individuo seguirá siendo culpable, aun cuando 
haya sido declarado inocente. Por lo tanto, considero que hay que hacer una gran campaña porque, en 
definitiva, que los ciudadanos conozcan su proceso penal y que tengan claro cuáles son las distintas 
situaciones también hace a la calidad democrática. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes que nada, quiero manifestar que me produce una gran satisfacción la 
rapidez y contundencia con que el doctor Díaz respondió a la pregunta sobre la autonomía previa a 
través de la creación de una nueva institución, antes de poner en vigencia el nuevo Código del Proceso 
Penal que cuenta, si no me equivoco, con la iniciativa del Poder Ejecutivo, por lo que estaríamos en 
condiciones de avanzar. 


La primera pregunta que quiero formular es si necesitamos, tal como se ha señalado por 
algunos actores en esta materia -incluso por algún representante de la Suprema Corte de Justicia- 
aprobar el Código del Proceso Penal con una vigencia que se difiera en el tiempo, por determinado 
plazo. En caso de que el Fiscal de Corte responda que sí, también quisiera saber qué plazo considera 
apropiado establecer. Digo esto porque me imagino que nadie quiere repetir la infeliz experiencia que 
se vivió en anteriores circunstancias. Estos temas son formales, pero no dejan de ser muy importantes. 


La otra interrogante tiene que ver con el contenido del Código. Creo que el Fiscal de Corte 
hace honor a su cargo en su exposición, porque me parece que hay una mirada acentuada en la 
representación que inviste. En los últimos años tuvimos algunos casos resonantes de procesamientos 
de Fiscales que, felizmente, en nuestro país son la excepción, tanto en lo que tiene que ver con los 
Fiscales como con los Jueces. Me da la impresión de que en algunas de las correcciones que se 
pretenden introducir en el Código que redactó la Comisión se parte de una premisa, de algo así como 
que el Fiscal es infalible en su acción. Aclaro que no digo esto en forma peyorativa ni con ánimo de 
menoscabar la actividad de los Fiscales pues, por el contrario, creo que cuando aprobemos este 
Código -cosa a la que todos estamos dispuestos, pues creemos que es necesario modificar el sistema- 
el Fiscal tendrá una actuación y una jerarquía muy diferentes a las que tiene actualmente. En el caso 
de los artículos 100 y 101, el doctor Díaz cuestiona que haya que pedir permiso al Juez para archivar el 
asunto si el Fiscal considera que hay que hacerlo y plantea pedirlo solamente en aquellos casos en 
que el tribunal haya tenido alguna suerte de intervención, por ejemplo, cuando haya autorizado algún 
allanamiento. Si en ese caso el Fiscal llega a la conclusión de que corresponde archivar el expediente, 
lo pone a consideración del Juez y este, a la luz del resultado del allanamiento, compartirá la decisión. 
¿Qué pasa si no comparte la decisión? El Juez pide un allanamiento o dispone una intervención 
telefónica, el Fiscal logra que se lleve a la práctica. Ahora bien; la conclusión a la que llega el Fiscal es 
distinta a la que puede llegar el Juez al momento de evaluar la situación. 


Me da la impresión de que esto no lo solucionamos con sanciones administrativas porque el 
delito puede quedar impune o se pueden cometer injusticias. Por ejemplo, con respecto al error al que 


hacía referencia, respecto a la graduación de la pena, se puede sancionar al Fiscal por haber pedido 
menos pena de la que le correspondía al autor del delito; el Fiscal pagará con una suspensión o 
amonestación, pero el resultado será que la persona estará presa menos tiempo del que debería haber 
estado. Este es un tema menor; más grave aún es si el Fiscal decide el archivo del expediente cuando, 
en realidad, había elementos suficientes como para encauzar y hasta procesar a la persona, pero 
resulta que ni se encauza ni se procesa, y sí se sanciona al Fiscal. Por eso digo que el Fiscal no es 
infalible, por lo que no descartaría la posibilidad de opinión del Juez. 


Por esta razón, tengo una duda con respecto al non bis in ídem. El archivo del Fiscal sin 
pronunciamiento del Juez, ¿significa non bis in ídem, o este es consecuencia del archivo en el que 
interviene el Juez? De esa manera, no estamos dándole todo el poder al Fiscal, porque si este puede 
archivar por sí y ante sí y en definitiva procede indebidamente, se pierde la posibilidad de castigar al 
que debería castigarse, incluso con una pena superior a la que pudo haber pedido el Fiscal. Vale para 
todo, pero especialmente en este caso. 


Formulo la pregunta por desconocer la respuesta. Si tenemos un nuevo sistema acusatorio, 
¿el non bis in ídem se aplica por el archivo dispuesto por el Fiscal, o es necesaria la participación del 
Juez? Parecería ser lo lógico porque, de otra manera, no habría juzgamiento. 


Estas son las apreciaciones y preguntas que quería hacerle al doctor Díaz. Agradezco su 
exposición, que considero ha sido muy ilustrativa para todos los señores Senadores. Le ruego no tome 
a mal lo expresado acerca del Fiscal infalible; usted es el jefe de los Fiscales, por lo que está bien que 
tenga esa visión al representarlos, pero nosotros tenemos que buscar un cierto equilibrio; por eso hacía 
esa referencia. 


SEÑOR DÍAZ.- En primer lugar, haré referencia al plazo. 


Aquí hay un dato de la realidad. Estamos trabajando a marcha forzada para tratar de imaginar 
cuáles serían los requerimientos económicos -aún no los tenemos claramente definidos- que 
tendríamos en el posible escenario de la aprobación del Código del Proceso Penal. He sido 
absolutamente honesto: estamos trabajando, por lo que no queremos tirar una cifra al 
“masomenómetro”; queremos saber exactamente cuáles serían los requerimientos. Incluso, vuelvo a 
insistir: en lo que me es personal, creo que tenemos que hacer un estudio serio y razonable sobre la 
reestructura de los recursos materiales y humanos que tenemos. Por lo tanto, parece razonable el 
planteo de la Suprema Corte de Justicia de diferir la entrada en vigencia; basta tener presente el 
régimen constitucional del país para imaginar hacia qué fecha podría ser diferida. El año que viene 
tenemos Rendición de Cuentas, pero como no se pueden incrementar los gastos, no podríamos estar 
pensando en que se pudieran votar recursos para ese entonces. Por lo tanto, los recursos se estarían 
votando en el Presupuesto del año 2015. Si queremos dar un tiempo de ejecución de algún gasto, creo 
que la fecha más temprana que podríamos imaginar sería en los primeros días de 2016 o a mediados 
de dicho año, porque a veces, a pesar de que se voten los recursos, su ejecución no es inmediata. 
Reitero que el planteo de la Suprema Corte de Justicia me parece razonable. 


Quiero dejar claro que para nosotros, como jerarcas, una cosa es trabajar con un código 
aprobado y un horizonte concreto y otra es hacerlo en la nebulosa de no saber qué va a pasar. 
Evidentemente, mientras no tengamos la certeza de la aprobación del proyecto de ley, siempre hay 
cosas más urgentes que atender y a veces vamos dejando lo otro para más adelante. Si tuviéramos un 
proyecto de ley aprobado y un horizonte temporal concreto, pasaría a transformarse en un insumo de 
trabajo prácticamente diario. 


En relación al tema del contenido, quiero decir que si en algún momento trasmití la idea de los 
Fiscales infalibles, seguramente lo hice muy mal porque no es la idea que tengo. Es más, como 
magistrado judicial de la República me tocó -desgraciadamente, porque no se lo deseo a nadie- tener 
que enjuiciar a una colega por un acto de corrupción. Honestamente, hice lo que tenía que hacer sin 
vacilar en ningún momento, pero fue muy doloroso. Estoy absolutamente convencido -y quiero que 
quede bien claro- de que no hay personas ni profesiones infalibles. No creo que los Fiscales estén en 
una mejor o peor consideración que los Jueces. Mi intervención apuntaba a separar lo más posible los 


roles para evitar que se confundieran. Quizás lo relativo a los artículos 100 y 101 no sea lo más 
importante; me parece que debe haber otras cosas que lo son. 


A mi juicio, el tema del archivo es sumamente discutible porque en nuestro actual sistema 
inquisitivo, el Juez desarrolla toda la investigación y puede disponer de toda la prueba de oficio que 
quiera, salvo las intervenciones telefónicas, la entrega vigilada y alguna otra más, que requiere la 
solicitud del Fiscal. Es decir que puede pedir que lo lleven, que lo traigan o que lo detengan. Después 
de haber hecho todo eso y aun cuando el Juez esté absolutamente convencido de que la conducta es 
delictiva y de que el individuo que está detenido es el responsable, si el Fiscal pide el archivo, el asunto 
se terminó. Ese es el poder que tiene el Fiscal en el actual sistema inquisitivo. ¿Qué pasa, entonces? 
Lo que hace el proyecto de ley es condicionarlo; además, estamos hablando de un archivo provisional 
y no definitivo. Cuando el Fiscal dice que investigó, que llegó a un punto en el que no puede seguir 
avanzando y que no vislumbra las posibilidades de seguir haciéndolo, entonces, decide archivarlo 
provisionalmente. ¿Hasta cuándo? Hasta que aparezcan elementos. No se trata de un archivo 
definitivo, como sí lo es hoy, porque en el presumario el Fiscal pide el archivo y se terminó la historia. 


La solicitud de autorización del Juez me parecía, si se quiere, hasta como un rasgo anecdótico 
de inquisitividad. Cuando el Fiscal pide el archivo, constituye un problema real al que la doctrina no ha 
encontrado una respuesta realmente satisfactoria, porque es el único acto jurídico que es irrecurrible. 
Obviamente, se puede prestar a casos dudosos -como muy bien se señaló aquí- o -por qué no decirlo- 
de corrupción. ¿Cómo se soluciona eso? En realidad, esa situación no es resuelta por el artículo 100 
del proyecto de ley porque estamos hablando de un archivo provisional y no definitivo, y por 
determinadas causas concretas. En algunos países, en el Derecho Comparado se dice que si el Fiscal 
solicita el archivo la víctima puede presentarse, hacer el pedido y eventualmente en ese caso el Fiscal 
General o Fiscal de Corte puede designar a otro Fiscal para que revise lo actuado. Reconozcamos 
que ahí estamos colocando al investigado en una situación compleja, porque está sujeto a un doble 
escrutinio. Quizás, como bien lo señala el señor Senador, desde el punto de vista técnico el non bis in 
ídem no es estrictamente aplicable estrictamente a este caso pero sí por lo menos a un doble 
escrutinio, que puede ser cuestionado desde la óptica de la defensa diciendo: “Ya investigaron”. Es un 
asunto de difícil solución; no es fácil. 


Con respecto al tema de la sanción administrativa se podrá decir: “Bueno, la sanción 
administrativa no corrige el asunto”, pero hoy en día ni siquiera tenemos esa posibilidad, salvo que 
exista un error inexcusable. El señor Senador se imaginará que todos los días me visitan personas, 
generalmente víctimas, que me plantean que el Fiscal de tal o cual lugar pidió el archivo de su causa. 
Uno puede pedir el informe y al leer lo actuado hasta se puede no estar de acuerdo, pero hay un 
principio de independencia técnica que hay que respetar y es válido, salvo que sea un verdadero 
disparate, lo que generalmente no pasa. Son temas, repito, de difícil solución. 


Ahora bien, en el proyecto de Ley Orgánica que el Poder Ejecutivo envió y que prevé la 
creación de un servicio descentralizado que está bajo tutela administrativa del Poder Ejecutivo -lo cual, 
obviamente, tiene ciertas ventajas porque el presupuesto llega al Parlamento y no queda dentro del 
ámbito del Poder Ejecutivo y se puede recurrir ante él por la vía de la legalidad- se plantea la 
posibilidad de establecer criterios generales de actuación por parte del Fiscal de Corte, que en 
definitiva lo que busca en esta materia básicamente son protocolos de actuación tendientes a 
uniformizar de alguna manera la tarea de los Fiscales sin meterse en el caso concreto. Nunca, jamás 
meterse en el caso concreto, sino que sean criterios generales, públicos y notificados por escrito a 
todos los Fiscales. Además, en el proyecto de ley se establece que deben ser comunicados a la 
Asamblea General. ¿Para qué? Para que la Asamblea General tenga la posibilidad de controlar, 
aunque igual la tiene porque puede llamar al Parlamento al señor Ministro conjuntamente con el 
Director del servicio. De todas formas, es importante que tenga conocimiento del contenido de esos 
criterios generales y pueda controlar, desde el punto de vista político, la labor del jerarca del servicio. 
Ahí sí puede haber una forma más de actuación conjunta y de control. 


No sé si contesté la inquietud del señor Senador pero reconozco que el tema que plantea ha 
sido debatido en todas partes del mundo y lo que hay que encontrar son soluciones. No hay ninguna 
que sea perfecta, pero esperamos encontrar la mejor posible. 


SEÑOR DA ROSA.- Voy a realizar una consideración y a formular una pregunta. 


Creo que lo que nos plantea el señor Fiscal de Corte con relación al proyecto de reforma del 
Código del Proceso Penal, como un hilo conductor en las observaciones o posibles modificaciones - 
naturalmente, luego nosotros tendremos que adoptar una posición al respecto- que podrían 
implementarse, está referido a tomar uno de los dos caminos. Ya sabemos que la sustancia del asunto 
es pasar de un proceso de carácter inquisitivo a uno de índole acusatoria. El tema es si cortamos de 
cuajo -diría- con todo lo que son rasgos o características de naturaleza inquisitiva del proceso actual o 
si, en función de la misma conducta reiterada durante tantos años, mantenemos algunos de esos 
rasgos o características dentro de este nuevo tipo de proceso de carácter acusatorio. 


Es una medida de política determinar cuál de las dos es la más sana para el desarrollo del 
nuevo proceso. Se trata de decidir si se lleva a cabo manteniendo de alguna manera ciertos rasgos en 
función de esa vieja cultura o se opta por cortar de cuajo para que rápidamente se asuma el carácter 
netamente acusatorio que se le quiere dar al proceso. Ese es el dilema que nos deja planteado el 
señor Fiscal de Corte. 


La pregunta que quiero realizar está relacionada con la implementación. En parte ya la ha 
contestado el doctor Díaz, pero quiero hacer un planteo sobre los recursos humanos. Es claro que al 
pasarse a un proceso de naturaleza acusatoria, el Ministerio Público y Fiscal va a necesitar no solo 
más funcionarios, sino, también, con una mayor capacitación, porque la responsabilidad y el peso de la 
implementación del proceso va a estar más del lado del Fiscal que del lado del tribunal. Por otro lado, 
los tribunales o los Jueces en materia penal van a tener una actividad un tanto más aliviada. Diría que 
la gran responsabilidad del magistrado o del Juez va a estar ahora en la decisión del tema, en la 
sentencia. Parecería que hay determinados recursos humanos en los Juzgados, en los tribunales que 
va a quedar un tanto ocioso si eso ocurre. 


Entonces, quisiera saber si se está pensando en aprovechar la cultura, la formación, la 
experiencia de muchos funcionarios de los Juzgados en materia penal para eventualmente darles la 
posibilidad de pasar del ámbito del Poder Judicial al del Ministerio Público -hablo de la materia penal- a 
los efectos de enriquecer más la calidad del nivel de los funcionarios y, al mismo tiempo, aliviar la carga 
de los Jueces penales para la implementación y desarrollo del proceso. 


SEÑOR DÍAZ.- Creo que el señor Senador Da Rosa interpretó perfectamente el hilo conductor y la 
intención ajustada al resultado, la intención dolosa del Fiscal de Corte en cuanto a cuál fue la línea de 
mi exposición; era precisamente esa. 


Con relación a la pregunta, tenemos claramente identificado cuáles son las principales 
falencias de los Fiscales hoy en día en materia penal. Necesitamos capacitación en dirección de 
investigación, porque los Fiscales no están capacitados para dirigir las investigaciones criminales. Ahí 
existe un punto débil, un punto medular que estamos atacando desde ya. Con los escasos recursos de 
que disponemos, estamos tratando de obtener capacitación, sobre todo, en el exterior. En términos 
generales, los dos países que han desarrollado con mayores niveles de perfección este tema son los 
Estados Unidos y Chile. La segunda falencia es en la preparación de los casos. Los Fiscales no están 
acostumbrados a prepararlos, porque la instrucción o la investigación previa la desarrolla el Juez. Lo 
que hace el Fiscal es tomar un material que el Juez le presenta y, en todo caso, estructura algo. Acá 
tiene que buscar el material, investigar los hechos, descubrir la prueba y luego presentar el caso. Por 
otro lado, también tenemos carencias en las técnicas de litigación oral, punto sobre el que también 
vamos a trabajar. Esas son las tres falencias principales que tenemos y sobre las cuales tenemos que 
trabajar fuertemente a la hora de la reforma. 


Con relación a la utilización o no de recursos humanos del Poder Judicial, la respuesta que 
voy a darles quizás no le guste a la Corte, pero voy a contestarles con lo que establece el artículo 44 
del proyecto de Ley Orgánica de la Fiscalía Nacional que remitió el Poder Ejecutivo. En el artículo 43 
dice cómo se harán las designaciones de los Fiscales; lo que se hace aquí es repetir lo que establece 
la Constitución de la República en cuanto a que serán designados por el Poder Ejecutivo con venia del 
Senado. Y en el artículo 44, bajo el nomen ¡uris de Concurso, se establece: “A los efectos de la 
elaboración de la propuesta mencionada en el artículo anterior” -se refiere a la propuesta que hace el 


Fiscal de Corte al Poder Ejecutivo- “se convocará a concurso de oposición y méritos, el cual será 
sustanciado ante un Tribunal de Concurso designado por el Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. 


El concurso podrá ser público, limitado a los Fiscales, o a estos y los magistrados del Poder 
Judicial, según se especifique en las bases del mismo. En todos los casos deberá incluirse en las 
bases como mérito la antigúedad del concursante en la Fiscalía Nacional y/o en el Poder Judicial.” 


Evidentemente -además así lo establece la Ley Orgánica actual, la vigente- las carreras están 
equiparadas y en los concursos que desarrolle la Fiscalía Nacional hay que reconocer los méritos y la 
antigúedad de aquellas personas que hayan sido magistrados del Poder Judicial. 


Quiero señalar que con esto nosotros apostamos a tener los mejores recursos humanos 
posibles, los mejores recursos humanos que podamos pagar, estén donde estén. No nos cerramos a 
que sean solo los que estén en el Ministerio Público y es público y notorio que allí hay un grado de 
experticia que no tenemos nosotros. 


Creo que esta es la respuesta a la pregunta formulada por el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Agradezco al representante del Ministerio y al Fiscal de Corte sus 
intervenciones y los aportes que han realizado. Seré muy breve porque debo concurrir a otra Comisión. 
Quería hacer dos reflexiones para que se tengan en cuenta en los futuros aportes que va a realizar el 
Fiscal, así como plantear una pregunta específica al Ministerio, para que nos haga su valoración. 


En primer lugar, comparto las preocupaciones de los señores Senadores Gallinal y Da Rosa 
en cuanto a los temas que han planteado. Más que a la discusión sobre si ya se investigó y no se 
puede volver a hacerlo cuando el Fiscal archiva, el problema real al que uno se ha enfrentado en el 
ejercicio de la profesión, muchas veces como denunciante y otras como defensor, es que directamente 
no se trata de que se investigue dos veces el mismo caso, sino de que se investigue. El temor es que 
el Fiscal no investigue. 


Uno no tiene una respuesta a dar a la víctima o a quien denuncia cuando la acción de la 
Justicia se ve paralizada. Sin invadir los roles del Juez como juzgador y del Fiscal como investigador y 
acusador, creo que el contrapeso de la figura puede servir sobre todo en la etapa de transición. Pero 
especialmente debemos tener en cuenta que en la Ley N* 18.026 vigente se establece la posibilidad de 
que cuando un Fiscal archiva un caso o no investiga en determinado momento, el denunciante pueda 
pedir el cambio de Fiscal. 


Eso que hemos introducido y que no se ha aplicado porque en los hechos no ha habido 
necesidad de implementar ese artículo -personalmente no conozco ningún caso en el que se haya 
aplicado- desde el punto de vista normativo está vigente y hay que tenerlo presente. Quizá puede ser 
una buena solución no solo mantener el contrapeso Juez-Fiscal, sino también tener presente el 
derecho de las víctimas y de sus familiares a pedir que se actúe y mantener permanentemente un 
aguijón sobre el Fiscal, sobre todo por la situación que se constata: la de los casos en los que no se 
investiga. 


Otra preocupación a tener en cuenta es el caso de aquella persona que al momento de dictar 
sentencia se encuentra en libertad, que no fue condenada, pero entre medio se le inició un nuevo 
procedimiento penal porque cometió un delito. Creo que deberíamos considerar la posibilidad de incluir 
este tema o analizar por qué no vamos a incluirlo especialmente cuando estemos estudiando lo relativo 
a la libertad condicional. El supuesto sería: se dicta la sentencia, la persona está en libertad pero ha 
cometido un delito por el cual todavía no ha sido condenada. Es decir, en el estado actual sería: fue 
procesado. No se sabe si es culpable o inocente, pero puede suceder que se formalice el inicio de una 
investigación por la circunstancia de ese nuevo delito, que la persona quede en libertad provisional en 
ese caso también, pero que se dicte la sentencia de condena. Desde el punto de vista legal, no se la 
condenó por un nuevo delito estando la persona en libertad provisional por el primer caso. Sería 
interesante tenerlo en cuenta. 


SEÑOR DÍAZ.- La reiteración y la reincidencia podrían ser elementos a tomar en cuenta. 


Quiero que quede claro que no estoy proponiendo que en el caso de toda aquella persona 
con un antecedente -puede tener alguno hace diez o quince años- por un delito culposo o uno que no 
tenga nada que ver necesariamente haya que formalizar y disponer la prisión preventiva, sino que debe 
evaluarse el riesgo de reiteración de conductas. Me refiero a que, eventualmente, el hecho de que el 
sujeto sea reiterante o reincidente -sobre todo cuando es sobre el mismo bien jurídico 
tutelado- sea un indicador de que existe riesgo de reiteración de conducta. 


No sé si soy claro. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Sí, lo es. 
SEÑOR DÍAZ.- Pero mantengo las dos cosas: reiteración o reincidencia. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Sobre ese punto me causa cierta preocupación lo que escuché 
con relación a la ubicación institucional del Ministerio Público: no debería estar en el Poder Ejecutivo, 
según las manifestaciones del Fiscal de Corte. Quiero preguntar concretamente al representante del 
Ministerio de Educación y Cultura si tienen una opinión formada al respecto, porque tenemos un 
proyecto de ley según el cual pasa a ser -aunque no lo he analizado en profundidad- un servicio 
descentralizado. También me gustaría saber qué quiso decir el Fiscal de Corte con no integrarlo al 
Poder Ejecutivo. Aclaro que hubiera querido decir esto al principio. 


Les agradezco la brevedad de la respuesta porque me están esperando en otra Comisión. 


SEÑOR MAQUEIRA.- Según el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, la naturaleza jurídica 
de lo que sería la Fiscalía Nacional es la de un servicio descentralizado que estaría vinculado al 
Ministerio de Educación y Cultura. Las características del vínculo están definidas en el proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo. Lógicamente, no deja de ser un proyecto -si bien avalado por el Poder 
Ejecutivo- que, como tal, podrá estar sujeto a alguna variante y consulta. En principio, reitero, su 
naturaleza jurídica es la de un servicio descentralizado vinculado al Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR DÍAZ.- Quiero aclarar que, según el proyecto de ley, los Jueces no participan en la 
investigación. Están fuera de ella; el Juez solo interviene en la investigación cuando se tiene que 
disponer alguna medida que vulnere la libertad individual de la persona investigada. De lo contrario, el 
Juez no participa de la investigación hasta la formalización. 


Entonces, allí no existe la posibilidad de ese equilibrio que plantea el señor Senador. Podría 
darse el caso de que el Juez -creo que hacia ello apuntaba la pregunta inicial- durante el proceso de 
conocimiento -no durante la investigación- tenga facultades probatorias o no, como en el Código 
General del Proceso. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Supongamos que -como en la propuesta de modificación que 
sugería- el Fiscal está investigando o no, y archive sin pedir autorización al Juez. 


SEÑOR DÍAZ.- Provisionalmente, nunca definitivamente. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Nadie se entera si el Fiscal archivó provisional o definitivamente. 
SEÑOR DÍAZ.- La víctima tiene determinadas facultades en este Código. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En ese caso se habilitaría a que la víctima recurriera o solicitara el 
pase a nuevo Fiscal, pero eso tendría que pedirlo a un Juez. 


Quiere decir que el caso se archiva provisionalmente por parte del Fiscal. En el escenario que 
el doctor plantea no se necesitaría autorización del Juez; o sea que en el proyecto de ley está previsto 
que sí intervenga el Juez, pero en la situación planteada no interviene y el Fiscal puede archivar 
provisionalmente sin dar cuenta al Juez. Entonces, no lo resuelve el Juez, sino el Fiscal. 


Cuando hablamos de contrapeso, el poder que se quiere otorgar al Fiscal en la sugerencia 
planteada por el doctor, en realidad creo que está bien resuelto -es una opinión personal- al ser el Juez 
quien tiene que decidir si se archiva o no. El Juez tiene que estar en conocimiento de que el Fiscal 
resolvió archivar provisoriamente o no, porque puede darse cuenta y advertir que no se ha realizado 
ninguna investigación. Quizás lo que tengamos que corregir es qué pasaría en esos casos. 


SEÑOR DÍAZ.- Creo que si un Fiscal, que tiene expresamente establecida en el proyecto la 
obligatoriedad de ejercer la persecución penal salvo en determinadas hipótesis excepcionales, no lo 
hiciera, incurriría en responsabilidad, y el jerarca administrativo de ese Fiscal debería ejercer las 
acciones pertinentes. Me parece que el control del Juez respecto de si el Fiscal hace o no bien su 
trabajo es, en última instancia, un resabio de inquisitividad. En definitiva, si el Fiscal no hace bien su 
trabajo, su jerarca lo deberá llamar a responsabilidad, y en cualquier caso ese archivo no va a ser 
definitivo como para que posteriormente no pueda ser revisado; será un archivo provisional basado en 
que el Fiscal entiende que no aparecen elementos de juicio que permitan desarrollar actividades 
conducentes al esclarecimiento de los hechos. O sea, es provisional. Si con posterioridad la víctima se 
presenta e incita el celo del Ministerio Público -como decíamos- obviamente tendrá que actuar, y si no 
lo hace, incurrirá en responsabilidad y podrá ser removido. Lo que estoy planteando no es que no haya 
controles y que el Fiscal pueda hacer lo que quiera. No; lo que estoy planteando es que tiene que 
cumplir con una obligación legal y que quien controla si en definitiva cumple o no es su jerarca. 


No sé si pude responder la pregunta formulada por el señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de los doctores Jorge Díaz y Pablo Maqueira 
y les adelantamos que no descartamos la posibilidad de invitarlos nuevamente ya que los integrantes 
de la Comisión seguiremos trabajando en este tema, que para nosotros es prioritario. Sin duda nos 
importa mucho su opinión para poder avanzar en nuestro trabajo de una forma más precisa. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 54 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


